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INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE
REFORMA EL ARTÍCULO 318 Y SE DEROGA LA
FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 422 DEL CÓDIGO
FAMILIAR PARA ESTADO DE MICHOACÁN DE
OCAMPO, PRESENTADA POR EL DIPUTADO RAY-
MUNDO ARREOLA ORTEGA, INTEGRANTE DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLU-
CIONARIO INSTITUCIONAL.

Honorable Asamblea del Congreso del
Estado de Michoacán de Ocampo.
Presente.

Raymundo Arreola Ortega, Diputado integran-
te de la fracción parlamentaria del Partido Revolucio-
nario Institucional de esta Septuagésima Tercera
Legislatura Constitucional del Congreso del Estado
de Michoacán de Ocampo, en ejercicio de las faculta-
des que me confieren los artículos 36 fracción II de la
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Michoacán de Ocampo; y 8º fracción II, 234 y 235 de
la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del
Estado de Michoacán de Ocampo, presento al Pleno
de esta Soberanía Iniciativa de Decreto por el que se
reforma el artículo 318 y 422 del Código Familiar para
Estado de Michoacán de Ocampo, bajo la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La base primordial de una sociedad es la Fami-
lia, ya que es ahí en donde se forma y desarrolla lo
más preciado que tiene una sociedad como lo es su
niñez, sin embargo, sabedores que en la actualidad
existe una fuerte crisis de la Institución Familiar, es
que se ha buscado de todas las maneras posibles,
proteger el interés superior del niño; sobre todo ante
los procesos de ruptura del vínculo legal o afectivo de
los padres, que representa el fin de la relación, mas
no de la familia; los padres están obligados a buscar
en todo momento organizarse a partir de esa ruptura
y establecer medidas de prevención en aras de no
limitar el pleno desarrollo de las niñas y niños, pre-
viniendo las causas que este fenómeno está gene-
rando para salvaguardar el interés superior del me-
nor, teniendo como objetivo principal el de no dañar
la relación de los menores con sus progenitores, in-
dependientemente de quien se quede con la guarda y
custodia de los infantes, para no crearles estigmas
en su desarrollo integral, ya que la niñez, se caracte-
riza por ser la etapa más susceptible para definir su
personalidad y actitudes en un futuro, es por ello que
es importante vigilar y erradicar prácticas que lace-
ran los derechos humanos de la niñez.

Recordemos que el 20 de noviembre de 1959 se
aprobó la Declaración de los Derechos del Niño de
manera unánime por los 78 Estados miembros de la
ONU, misma que fue adoptada por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas mediante su resolu-
ción 1386, en la misma se establece que el niño es
reconocido universalmente como un ser humano que
debe ser capaz de desarrollarse física, mental, so-
cial, moral y espiritualmente con libertad y dignidad.

En México la figura de la Patria Potestad, no
se configura como un derecho exclusivo de los proge-
nitores, ni mucho menos como un poder disciplinario
de disposición de los hijos, al contrario esta institu-
ción va dirigida principalmente a la protección, el sano
desarrollo, educación y formación integral de los hi-
jos menores de edad.

Es importante reconocer la existencia de la
situación de niñas o niños en conflicto entre padres y
madres, para señalar que dicha situación debe ser
atendida de conformidad con los estándares más al-
tos de protección de los derechos humanos de la in-
fancia.

Ante la crisis que existe por la disolución de
los vínculos jurídico-afectivos de los progenitores y
todo lo que ello conlleva, el Estado debe ser el princi-
pal garante de salvaguardar la integridad de los niños
y las niñas para no caer en el supuesto de ser víctima
de maltrato infantil en cualquiera de sus manifesta-
ciones como lo puede ser la alienación parental, ante
esto el juez debe de establecer las medidas como
mecanismo de prevención, cuando se suscite una
separación en la cual se tenga principalmente que
apercibir a los padres de los efectos y consecuencias
de la manipulación que puedan generar estos sobre
los menores, o en perjuicio de alguno de los progeni-
tores.

El síndrome de alienación parental, si bien es
cierto que no se encuentra reconocido ni avalado por
las asociaciones médicas y psicológicas internacio-
nales, ni en los ámbitos académicos y universitarios,
en México ha sido acuñado este término sobre todo
en el ámbito jurídico como una forma de manifesta-
ción de violencia contra los menores, es así que el
síndrome de alienación parental es una alteración que
surge casi exclusivamente durante las disputas por
la custodia de un hijo denigrando a la contraparte para
que el niño o niña tenga preferencia por la madre o
padre, lo que puede ocasionar un grave daño en el
normal desarrollo y la estructura de la personalidad
del menor, caracterizado por el conjunto de conduc-
tas o acciones que un progenitor inflige a sus meno-
res para transformar la conciencia de sus hijos me-
diante distintas estrategias, con el objeto de impedir,
obstaculizar o destruir sus vínculos con el otro pro-
genitor, lo que sin duda no solo daña la conciencia
del menor sino que además afecta al progenitor sobre
el cual se construye esa mala reputación.

De ahí que la regulación a nivel normativo
además de ser relativamente novedosa es controver-
sial, al grado de que recientemente en octubre de la
presente anualidad, el poder judicial de la federación
ha resuelto a través de un Tribunal Colegiado de Cir-
cuito así como del propio pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación sendas tesis relacionadas
con el tema del síndrome de alienación parental y sus
consecuencias jurídicas, en caso de ser detectado por
los juzgadores bajo la tutela del interés superior del
menor, estableciendo que en la materia familiar la
alienación parental partió de la premisa equivocada
de la protección del progenitor «víctima» y castiga o
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sanciona al «alienador», con medidas que tienden a la
«reprogramación» o «desprogramación» del menor, a fin
de privilegiar el derecho del padre «víctima», manda-
tando se sancione al otro padre, privándole de la po-
sibilidad de tener la guarda y custodia, perdida de la
patria potestad o en el peor de los casos hasta impe-
dir la convivencia con el menor de edad, soslayando
que él es afectado con el dictado de la medida, ya que
la providencia que se dicte es para que el manipula-
dor cese en sus actitudes o conductas y para que el
menor readquiera la conciencia de que necesita la
presencia de su otro progenitor, restableciendo vín-
culos afectivos y emocionales, para que así pueda
tener un sano y equilibrado desarrollo en todas sus
facetas, su utilización sólo se da en sede judicial,
además de la normatividad no prevé como consecuen-
cia de la manipulación de la conciencia del menor
tratamientos clínicos en materia de psiquiatría o psi-
cología, precisamente, por no estar reconocido como
un padecimiento, dicha manipulación parental sí exis-
te y produce efectos negativos en la psique del menor
que es objeto de la misma, por lo que el tratamiento
y ponderación judicial deben enfocarse sobre los pa-
rámetros de protección del interés superior del me-
nor y de equidad de género, de ahí que el hecho de
que exista la manipulación, no conduce a decretar la
separación del menor del progenitor que la ejerce o la
perdida de la patria potestad sino a ordenar el trata-
miento psicológico o psiquiátrico, según correspon-
da, al padre que manipula y al menor que es objeto
de esa manipulación, siempre partiendo de la premi-
sa de que la regla general es de que tiene derecho a
convivir con ambos padres para su sano y equilibrado
desarrollo físico y emocional, y que la asignación de
guarda y custodia y régimen de convivencia debe obe-
decer al único parámetro de la idoneidad, capacidad y
conveniencia, privilegiando en todo momento su bien-
estar lo que, a su vez, lleva a que no se puedan des-
acreditar sus afirmaciones en el sentido de que re-
chace ver o convivir con su padre o madre por razones
de abuso o maltrato, sustentándose en la única ra-
zón de que existe «Síndrome de Alienación Parental»,
sino que lo conducente es que la autoridad judicial,
en su caso, ordene la ampliación de los estudios pe-
riciales para que determinen las verdaderas causas
de ese rechazo.

Por lo anterior, es deber de esta legislatura
proteger el interés superior del menor pero también
del padre progenitor en cuanto víctima de esta con-
ducta, estableciendo desde la ley la obligación al juz-
gador a equilibrar los derechos de ambos progenito-
res para convivir con el menor siempre bajo la óptica
del respeto.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se
propone al Pleno de este Congreso el siguiente Pro-
yecto de

DECRETO

Artículo 318. También comete violencia familiar
el elemento de la familia que transforma la concien-
cia de un menor de edad, con el objeto de impedir,

obstaculizar o destruir sus vínculos con uno de sus
progenitores o abuelos.

La conducta descrita en el párrafo anterior se
denomina alienación parental cuando es realizada por
uno de los padres.

Cualquiera de los progenitores que tengan bajo
su cuidado y custodia a un menor, debe procurar el
respeto y el acercamiento constante de los hijos con
el otro ascendiente, evitando bajo cualquier circuns-
tancia, la alienación parental.

La alienación parental surtirá los efectos si-
guientes:

I. En cualquier momento en que se denuncie ante el
juez cualquier conducta de alienación parental, éste
ordenará la realización de los estudios integrales de
diagnóstico con peritos especializados en la materia,
para comprobar la existencia del mismo, en el cual se
sugiera la viabilidad de la convivencia o no con el pa-
dre alienante, decretando temporalmente las medi-
das precautorias necesarias, para mantener la convi-
vencia con ambos padres, resguardando siempre la
integridad psicológica y emocional; así como el inte-
rés superior del menor;
II. Una vez comprobada, el Juez podrá restringir o
suspender temporalmente el régimen de convivencia,
atendiendo a la sugerencia del dictamen señalado en
la fracción anterior, además de imponer al alienante
y al menor, la obligación de someterse a tratamiento
especializado; y
III. Una vez acreditada que se eliminó por completo
la conducta por parte del padre alienante y los efec-
tos sobre el menor, a través de un dictamen pericial,
el juez determinará un nuevo régimen de convivencia
con ambos progenitores, atendiendo siempre el inte-
rés superior del menor y la equidad entre los padres.

Artículo 422. La patria potestad se pierde cuan-
do:

I….
VII. Derogado.
VIII…

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Periódico Ofi-
cial del Gobierno Constitucional del Estado de Mi-
choacán de Ocampo.

Segundo. Dese cuenta del presente decreto al
titular del Poder Ejecutivo del Estado para su conoci-
miento y publicación respectiva.

PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Michoacán,
a 10 de noviembre de 2017.

Atentamente

Dip. Raymundo Arreola Ortega
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